
 

 

  

REAL DECRETO-LEY 8/2020, DE 17 DE MARZO, DE MEDIDAS URGENTES EXTRAORDINARIAS PARA HACER 

FRENTE AL IMPACTO ECONÓMICO Y SOCIAL DEL COVID-19. 

MEDIDAS LABORALES 

 

207/51-LB/2020 

19/Marzo/2020 

El actual contexto provocado por la pandemia del COVID-19 ha justificado la publicación del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 

del COVID-19.  

En él se refleja que la prioridad consiste en minimizar el impacto social y facilitar que la actividad se recupere tan 

pronto como la situación sanitaria mejore. Con ese objetivo se establecen una serie de medidas excepcionales y 

temporales para que los efectos negativos sean transitorios y evitar, en última instancia, que se produzca un 

impacto más permanente o estructural debido a un círculo vicioso de caídas de demanda. 

 

El Real Decreto-ley se estructura en 5 capítulos, 43 artículos, 9 disposiciones adicionales, 3 disposiciones 

transitorias, 10 disposiciones finales y 1 anexo.  

Entre las medidas que se contienen en este Real Decreto-ley, deteniéndonos en esta circular en las 

laborales, caben destacar las siguientes: 

CAPÍTULO I: MEDIDAS DE APOYO A TRABAJADORES, FAMILIAS Y COLECTIVOS VULNERABLES. 

En él se adoptan medidas para garantizar la asistencia a domicilio de las personas dependientes y ampliar 

la protección en el ámbito energético y de suministro de agua, así como en la prestación de los servicios de 

telecomunicaciones. También se refuerza la protección de los trabajadores autónomos y se dispone una 

moratoria en el pago de las cuotas hipotecarias de los colectivos particularmente vulnerables. 

Con el fin de ejecutar las medidas de contención previstas garantizando al mismo tiempo la continuidad de 

la actividad empresarial y las relaciones laborales, se priorizarán los sistemas de organización que permitan 

mantener la actividad por mecanismos alternativos, particularmente por medio del trabajo a distancia (art. 5), 

debiéndose facilitar las medidas oportunas para hacerlo posible. 



 

   

Para ello: 

a) Se facilitan los trámites previstos por la normativa aplicable, siendo prioritario el trabajo a distancia frente 

a la cesación temporal o reducción de actividad. Así se entenderá cumplida la obligación de efectuar la 

evaluación de riesgo con carácter excepcional a través de una autoevaluación realizada voluntariamente 

por la propia persona trabajadora. 

 

b) Se pondrá en marcha un programa de financiación del material para esto mediante la activación de ayudas 

y créditos para PYMEs dentro del programa ACELERA PYME de la empresa pública RED.ES. 

Destaca la creación del portal Acelera PYME, la ampliación de la red de Oficinas de Transformación Digital, 

la puesta en marcha del programa Acelera PYME–Talento para asesorar y formar a las PYME en estas 

materias, así como la creación de una línea de ayuda a las PYME tecnológicas para apoyar sus esfuerzos de 

I+D+i.  

También se establecen medidas para favorecer la conciliación laboral. (art. 6) En este sentido se reconoce 

el derecho de los trabajadores por cuenta ajena que acrediten deberes de cuidado a familiares -por consanguinidad 

hasta el segundo grado y respecto del cónyuge o pareja de hecho- por las circunstancias excepcionales relacionadas 

con la prevención de la extensión del COVID-19 a acceder a la adaptación o reducción de su jornada, con la 

consiguiente disminución proporcional del salario. Así se señala: 

­ El derecho a la adaptación de jornada tiene una concreción inicial que corresponde a la persona 

trabajadora, tanto en su alcance como en su contenido, siempre y cuando esté justificada, sea razonable y 

proporcionada, pudiéndose referir a la distribución del tiempo de trabajo o a cualquier otro aspecto de las 

condiciones de trabajo, como cambio de turno, alteración de horario, horario flexible, jornada partida o 

continuada, cambio de centro de trabajo, cambio de funciones, cambo en la forma de prestación de 

trabajo, incluyendo la prestación de trabajo a distancia, o cualquier otro cambio de condiciones que 

estuviera disponible en la empresa o que pudiera implantarse de modo razonable y proporcionado.  

­ Los trabajadores tienen un derecho a una reducción especial de la jornada de trabajo con una reducción 

proporcional a su salario. Ésta deberá ser comunicada a la empresa con 24 horas de antelación y podrá 

alcanzar el cien por cien de la jornada si resultara necesario, debiendo estar justificada, ser razonable y 

proporcionada en atención a la situación de la empresa.  

 

­ En el caso en el que la persona trabajadora se encontrara disfrutando ya de una adaptación de su jornada 

por conciliación o reducción de jornada por cuidado de hijos o familiares, o de alguno de los derechos de 

conciliación, podrá renunciar temporalmente a ella o tendrá derecho a que se modifiquen los términos de 

su disfrute. 

 

­  
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Respecto a los autónomos, particularmente afectados por la situación actual, se crea una prestación 

extraordinaria por cese de actividad que cubre la finalización de la actividad provocada por una situación en todo 

caso involuntaria (art. 17). 

CAPÍTULO II: MEDIDAS DE FLEXIBILIZACIÓN DE LOS MECANISMOS DE AJUSTE TEMPORAL DE ACTIVIDAD 

PARA EVITAR DESPIDOS.  

Este tipo de medidas que tienen por objetivo la flexibilización y agilización de los procedimientos de 

regulación de empleo y la mejora de la cobertura, tanto para los trabajadores como para los empresarios, 

contribuyendo a disminuir el impacto negativo sobre el empleo y la actividad económica, priorizando el 

mantenimiento del empleo sobre la extinción de los contratos. 

En este sentido, se determinan dos tipos de medidas: 

a) Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de 

jornada por causa de fuerza mayor (art. 22):  

 

En él se establece que la suspensión de contratos y reducción de jornada con causa directa en pérdidas 

de actividad como consecuencia del COVID-19, incluida la declaración del Estado de Alarma, que implique 

suspensión o cancelación de actividades, cierre temporal de locales de afluencia pública, restricciones del 

transporte público y, en general, de la movilidad de personas y mercancías, falta de suministros que 

impidan gravemente continuar con el desarrollo ordinario de la actividad, o bien de situaciones urgentes o 

extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción de las medidas de aislamiento preventivo 

decretado por la autoridad sanitaria, que queden debidamente acreditados, tendrán la consideración de 

provenientes de una situación de fuerza mayor. De esta manera la consideración de la causa, si está 

debidamente acreditada, estará plenamente justificada para la adopción del Expediente de Regulación de 

Empleo. Esta vía será la más evidente para aquellas actividades económicas que tengan suspendida su 

actividad por la declaración del Estado de Alarma. 

 

Como especialidades del procedimiento destacamos que se inicia con la solicitud de la empresa con 

el informe relativo a la vinculación de la pérdida de actividad y la documentación acreditativa, que deberán 

comunicarse a la representación de los trabajadores y la solicitud a las personas trabajadoras. La existencia 

de fuerza mayor deberá ser constatada por la autoridad laboral y su resolución se dictará en el plazo de 

cinco días desde la solicitud previo informe, en su caso, de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 

limitándose ésta a constatar la existencia de la fuerza mayor, pudiendo decidir la empresa sobre la 

aplicación de las medidas de suspensión de contratos o la reducción de jornada, y surtiendo efectos desde 

el hecho causante de la fuerza mayor. Novedad importante es que el informe de la Inspección de Trabajo 

y Seguridad Social es potestativo y se evacuará en el plazo improrrogable de cinco días. 
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b) Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de 

jornada por causa económica, técnica, organizativa y de producción (art.23). 

Para esta vía, aplicable a todas las demás actividades además de las que tengan suspendida su 

actividad por la declaración del Estado de Alarma, se determinan especialidades en el procedimiento 

recogido en el artículo 23, siendo reseñable que cuando no exista representación legal de trabajadores, la 

comisión representativa para el período de consultas estará integrada por los sindicatos más 

representativos del sector al que pertenezca la empresa y con legitimación para formar parte de la 

Comisión Negociadora del Convenio Colectivo de aplicación, perteneciendo a ella una persona por cada 

uno de los sindicatos que cumpla dichos requisitos; caso de no conformarse esta representación la 

Comisión estará integrada por tres representantes de la propia empresa, elegidos conforme lo que señala 

el artículo 41.4 del Estatuto de los Trabajadores debiéndose constituir en cualquier caso en el prorrogable 

caso de cinco días. El período de consultas no excederá del plazo máximo de siete días y el informe 

potestativo de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se evacuará igualmente en el plazo 

improrrogable de siete días. 

En otro orden de cosas y ante la extraordinaria situación de gravedad, se refuerza la cobertura a los 

trabajadores afectados por un ERTE, posibilitándoles que tengan acceso a la prestación contributiva por 

desempleo, aunque carezcan del periodo de cotización necesario para tener acceso a ella y, adicionalmente, que 

el periodo de la suspensión del contrato o la reducción de la jornada durante el que estén percibiendo dicha 

prestación no les compute a efectos de consumir los periodos máximos de percepción legalmente establecidos. 

Con el objetivo de aligerar los costes en los que incurren las empresas, en los casos de fuerza mayor 

regulados en este real decreto-ley, se establece la exoneración a las empresas del pago del 75 % de la aportación 

empresarial a la Seguridad Social alcanzando dicha exoneración el 100 % de la cuota cuando se trate de empresas 

de menos de 50 trabajadores, siempre que éstas se comprometan a mantener el empleo.  

OTRAS DISPOSICIONES. 

Las Disposiciones Adicionales segunda, tercera y cuarta del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por 

el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-

19, prevén la suspensión de los plazos administrativos, de los plazos procesales y de los plazos de prescripción y 

caducidad de cualesquiera acciones y derechos. 

Destaca la disposición final sexta que para la salvaguarda del empleo señala que las medidas 

extraordinarias en el ámbito laboral están sujetas al compromiso de la empresa de mantener el empleo durante el 

plazo de seis meses desde la fecha de reanudación de la actividad por lo que, en principio, deberá comprometerse 

la empresa a mantener el empleo, todo ello para evitar el uso de las medidas extraordinarias con fines espurios.  
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Para concluir la disposición transitoria primera señala que las citadas especialidades previstas no se 

aplicarán a los Expedientes de Regulación de Empleo para suspensión o reducción de jornada iniciados o 

comunicados antes del día 18 de marzo y basados en las causas previstas en el mismo. Asimismo, se determina que 

las medidas extraordinarias en materia de cotizaciones y protección por desempleo serán de aplicación a los 

afectados por los procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada comunicados, autorizados o 

iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley, siempre que deriven directamente del 

COVID-19. 

 

En Madrid, a 18 de marzo de 2020 
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